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RELACIÓN DE ACUERDOS 
 

 
Órgano de gobierno 
Pleno 

 
Lugar Fecha 
Madrid 26 de mayo de 2016 

 
Acuerdos adoptados 

 
Uno.- Aprobar, por mayoría, el acta de la sesión plenaria ordinaria del día 28 

de abril del año 2016. 
Contra el presente acuerdo anuncia voto particular Nuria Díaz Abad al que se 

adhiere José María Macías Castaño. 
 
Dos.- Quedar enterado del cumplimiento de los acuerdos adoptados en dicha 

sesión plenaria. 
 
Tres.- Quedar enterado de los informes de las comisiones y vocales sobre 

actividades del Consejo en los términos que figuran en el acta. 
 
Cuatro.- Aprobar en los términos de la propuesta de la Comisión Permanente 

(3-2, de 19 de mayo de 2016) la renovación por un año, con efectos del día 16 
de junio de 2016, del nombramiento de Noemí Mañueco Boto que continuará 
prestando sus servicios en el mismo puesto de trabajo que actualmente ocupa 
como inspectora delegada del Servicio de Inspección, manteniendo la situación 
de servicios especiales que ya tiene declarada. 

 
Cinco.- Aprobar en los términos de la propuesta de la Comisión Permanente 

(3-3, de 19 de mayo de 2016) la renovación por un año, con efectos del día 30 
de junio de 2016, del nombramiento de Ramón Casas Vallés que continuará 
prestando sus servicios en el mismo puesto de trabajo que actualmente ocupa 
como profesor ordinario de primera instancia en la Escuela Judicial de Barcelona, 
manteniendo la situación de servicios especiales que ya tiene declarada. 

 
Seis.- Aprobar en los términos de la propuesta de la Comisión Permanente 

(3-4, de 19 de mayo de 2016) la renovación, con efectos del día 6 de junio de 
2016, del nombramiento de María de las Nieves Buisán García que continuará 
prestando sus servicios en el mismo puesto de trabajo que actualmente ocupa 
como inspectora delegada del Servicio de Inspección, manteniendo la situación 
de servicios especiales que ya tiene declarada. 
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Siete.- Aprobar en los términos de la propuesta de la Comisión Permanente 
(3-5, de 19 de mayo de 2016) la renovación por un año, con efectos del día 14 
de junio de 2016, del nombramiento de María Jesús Villa Sánchez que continuará 
prestando sus servicios en el mismo puesto de trabajo que actualmente ocupa 
como jefa de área en el Centro de Documentación Judicial, manteniendo la 
situación de servicios especiales que ya tiene declarada. 

 
Ocho.- Aprobar, por asentimiento, el informe sobre el acuerdo adoptado por 

la Sala de Gobierno del TSJ de Cataluña relativo a la modificación de las 
especializaciones de los juzgados de lo Mercantil de Barcelona. 

 
Nueve.- Aprobar, por asentimiento, el informe solicitado por la Generalitat 

Valenciana al proyecto de orden de la Consellería de Justicia, Administración 
Pública, Reformas Democráticas y Libertades Públicas por la que se crea el 
Servicio Común Procesal de Asuntos Generales. 

 
Diez.- De conformidad con la propuesta del Secretario General para la 

ejecución de la sentencia dictada por la Sala Tercera del Tribunal Supremo sobre 
anulación del nombramiento de Miguel Pasqual del Riquelme Herrero como 
presidente del Tribunal Superior de Justicia de la Región de Murcia, el Pleno del 
Consejo General del Poder Judicial ha acordado disponer la ejecución de la 
mencionada sentencia en los siguientes términos: 

 
1º.- Acusar recibo a la indicada Sala, de la sentencia de 10 de mayo de 2016 

dictada en el recurso contencioso-administrativo nº 189/2015. 
 
2º.- Disponer el cese de Miguel Pasqual del Riquelme Herrero como 

presidente del Tribunal Superior de Justicia de la Región de Murcia, con los 
efectos previstos en el artº 339 de la LOPJ. 

 
3º.- Disponer la retroacción de las actuaciones al momento de la decisión por 

el Pleno sobre la cobertura de la referida plaza y 
 
4º.- Adjudicar la plaza de presidente del Tribunal Superior de Justicia de la 

Región de Murcia a Miguel Pasqual del Riquelme Herrero por un período de 5 
años, de conformidad con lo dispuesto en el art º 336 de la LOPJ, en base a la 
siguiente motivación: 

 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 
PRIMERO.  Síntesis del sentido del Acuerdo y de sus presupuestos 
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La vacante del Tribunal Superior de Justicia de la Región de Murcia se 
produjo tras el cese de su anterior titular, siendo nombrado para dicha plaza el 
candidato D. Miguel Pasqual del Riquelme Herrero por Acuerdo del Pleno de este 
Consejo de fecha 29 de enero de 2015. 

 
Dicho Acuerdo ha sido anulado por sentencia de la Sala Tercera del Tribunal 

Supremo 1033/2016, de 10 de mayo de 2016, que dispuso la retroacción de las 
actuaciones para que se dictara un nuevo Acuerdo motivado en los términos que 
se indican en la resolución. 

 
Dando cumplimiento al fallo de la sentencia 1033/2016; una vez examinada 

y debatida la propuesta de la Comisión Permanente; tras el visionado de los 
videos de las comparecencias de los dos candidatos; y producida la oportuna 
deliberación y votación, el Pleno acuerda nombrar Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia de la Región de Murcia a D. Miguel Pasqual del Riquelme 
Herrero, por período de cinco años y de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 336 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

 
El Acuerdo ha de adoptarse expresando la motivación que le ha sido exigida 

por la Sala Tercera del Tribunal Supremo en su Sentencia 1.033/2016 
exteriorizando de manera específica o especial, con pleno respeto a lo señalado 
en dicha resolución, la valoración de los méritos que la sentencia califica de 
“subjetivos”, esto es, los currículos y programas de actuación de los candidatos.   

 
La motivación se llevará a cabo ciñéndose a esos parámetros, si bien se hace 

necesario aclarar o, cuando menos, poner de manifiesto, que los términos de la 
motivación exigida son compatibles con una triple consideración previa de la que 
este Consejo debe necesariamente partir.  

 
La primera consideración es que, si bien no es cuestionable ni ha sido 

cuestionado que tanto el marco reglamentario (arts. 3, 5, 7 y 10 del Reglamento 
1/2010 aprobado por Acuerdo de este Consejo de 25 de febrero de 2010) como 
las bases de la convocatoria concretan una serie de méritos que han de ser 
objeto de ponderación, lo cierto es que ni la convocatoria ni el marco 
reglamentario aplicable, y menos aún la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
establecen ninguna jerarquía, preferencia o mayor calidad entre los distintos 
méritos a valorar o ponderar.  En este punto no podemos por menos que 
recordar que conforme al Diccionario de la RAE, ponderar es “examinar con 
cuidado algún asunto” o, según otra acepción, “contrapesar, equilibrar”, lo que 
lleva a la idea de valoración de conjunto que es función de este Pleno llevar a 
cabo, y que ninguna relación guarda con una inexistente gradación o 
jerarquización de méritos.   
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No es diferente la definición que la RAE hace del término ponderar en su 

Diccionario del español jurídico cuando dice, y citamos, que ponderación es el 
“criterio de interpretación utilizado cuando está en juego la aplicación de 
diversas libertades o valores para dar preferencia a alguno”, acción que, desde 
luego, corresponde a quien constitucional, legal y reglamentariamente tiene 
atribuida la misión y la facultad, la competencia, en definitiva, para ponderar o 
dar prevalencia a un criterio, y no a ningún otro órgano. 

 
La segunda consideración, en concordancia con la anterior, es que el 

concurso en el que se produce el nombramiento no es un concurso reglado o 
baremado de méritos (art. 326.2º LOPJ).  Aunque sea una obviedad señalarlo, ni 
el marco reglamentario, ni las bases de la convocatoria, ni menos aún la Ley 
Orgánica del Poder Judicial contienen ningún baremo, ni sería lícito construirlo 
sobre la marcha, alterando la naturaleza del procedimiento de nombramiento. 

 
Y la tercera consideración, y que nuevamente vuelve a estar en consonancia 

con las anteriores, es que este Consejo goza por mandato legal de una amplia 
discrecionalidad a la hora de priorizar aquellos méritos y capacidades que 
considere más relevantes o trascendentes para el desempeño de la concreta 
plaza a cubrir en cada caso y momento.  Precisamente en eso consiste 
“ponderar”.  Esta es la forma en como la Ley Orgánica del Poder Judicial ha 
concretado, en el ámbito de este tipo de nombramientos, la función 
constitucional que a este Consejo, y exclusivamente a este Consejo, encomienda 
el art. 122.2 de la Constitución Española, que precisamente identifica los 
nombramientos y ascensos, junto con la inspección y el régimen disciplinario de 
los miembros del Poder Judicial, como el núcleo esencial de esa función 
constitucional. 

 
Es cierto que, dentro del marco constitucional, el legislador puede limitar el 

margen de discrecionalidad.  Y es cierto también que, donde no lo haga el 
legislador, el propio Consejo podría autolimitar su margen de discrecionalidad 
como, de hecho, ha llevado a cabo con el Reglamento 1/2010.  Ahora bien, este 
Consejo no puede por menos que llamar la atención sobre la circunstancia de 
que la autolimitación se ha circunscrito, en el aspecto sustantivo, a señalar una 
serie de criterios susceptibles de ponderación (e insistimos, ponderación), 
cuidándose mucho de dejar expresado en el preámbulo del mencionado 
Reglamento en relación con dichos méritos, y citamos, que “el Consejo puede 
libremente ponderar y considerar prioritarios para decidir la preferencia 
determinante de la provisión de estas plazas”.  Y no vamos a insistir en lo quiere 
decir ponderar o, como dice el Reglamento, “ponderar libremente”: examinar 
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con cuidado o contrapesar o equilibrar, en definitiva, valorar en conjunto y dar 
preferencia al criterio que se estime más adecuado. 

 
Lo que este Consejo entiende que en ningún caso cabe aceptar es que donde 

el legislador no limite la discrecionalidad, o donde no se autolimite el propio 
Consejo, pueda un tercer órgano, el que sea, arrogarse funciones 
constitucionales que le son ajenas privando de ellas al órgano constitucional que 
las tiene atribuidas, degradándolo hasta hacer irreconocible su función, que no 
sería distinguible de la de un simple órgano administrativo. 

 
Insistimos en que la motivación que seguidamente se expondrá parte de 

estas tres premisas que, a juicio del Consejo, no solo son compatibles con los 
términos de la sentencia 1033/2016 sino que, como no podría  ser de otra 
manera, son las mismas premisas de las que forzosamente parte la propia 
sentencia. 

 
Una vez dicho lo anterior, y sin perjuicio de dejar expresado que todos los 

candidatos han superado con solvencia el umbral de profesionalidad exigido, el 
Pleno de este Consejo concluye que D. Miguel Pasqual del Riquelme Herrero es la 
persona más idónea para la concreta plaza objeto de convocatoria.  E igualmente 
concluye que es precisamente él el candidato con perfil profesional, méritos y 
capacidades más adecuados para la presidencia del TSJ de la Región de Murcia.  
Este Consejo considera su nombramiento decisivo para aspectos esenciales de la 
concreta política judicial, como el despliegue de la nueva oficina judicial en 
Murcia, el desarrollo de la mediación intrajudicial y la modernización organizativa 
y gubernativa del TSJ, cuyas líneas maestras corresponde fijar al CGPJ como 
manifestación de la función de gobierno del Poder Judicial que éste tiene 
expresamente atribuida, por imperativo de lo establecido en el artículo 122 de la 
Constitución. 

 
La concreta ponderación de méritos que llevan a esa conclusión se expresa 

en los siguientes fundamentos. 
 
SEGUNDO.  Marco normativo de aplicación 
 
a) Aspectos de carácter general relativos al marco normativo de 

aplicación 
 
El nombramiento del cargo de Presidente de Tribunal Superior de Justicia  

revela  el ejercicio de una potestad en cuyo ejercicio concurren elementos 
reglados y elementos discrecionales, cuyas posibilidades de control judicial ha 
sido afirmada por una progresiva jurisprudencia, perfilando la naturaleza y 
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justificación de aquélla, así como la funcionalidad y los límites de su fiscalización 
en el proceso contencioso-administrativo; viniendo a ser el paradigma 
jurisprudencial la sentencia 4 de febrero de 2011 (REC. 588/2009), 
principalmente FJ 3. También debemos hacernos eco de la STS 7 de febrero de 
2011 (REC. 343/2009), principalmente FJ 8. Ambas resoluciones objeto de 
remisión por parte de STS 10 de mayo de 2016 (REC 189/2015). 

 
Debe destacarse igualmente como el propio Reglamento 1/2010 que regula 

la provisión de plazas de nombramiento discrecional en los cargos 
jurisdiccionales recoge en su cuerpo normativo aquella doctrina jurisprudencial, 
expresándose así en su propio preámbulo, asumiendo el propio CGPJ una 
verdadera autolimitación en el ejercicio de dicha potestad, por más que lo hace 
en los precisos términos destacados en la alegación primera. 

 
Como manifestación concreta de los criterios a tener en cuenta a la hora de 

proceder a los nombramientos de carácter discrecional cobra especial 
importancia como guía imprescindibles el mandato definido en el art. 3, apartado 
1, Reglamento 1/2010, “las propuestas de nombramiento para provisión de 
plazas de carácter discrecional se ajustarán a los principios de mérito y 
capacidad para el ejercicio de la función jurisdiccional y, en su caso, de la 
función gubernativa propia de la plaza que se trate. En la provisión de las plazas 
a que se refiere el Reglamento se impulsarán y desarrollarán medidas que 
favorezcan la promoción de la mujer con méritos y capacidad.” 

 
Debemos estar asimismo a los criterios recogidos en el Reglamento 1/2010, 

ya citado, Sección 3 del capítulo II, “plazas de carácter gubernativo y de carácter 
jurisdiccional y gubernativo”, art. 7 (Méritos comunes), art. 10 (Méritos 
específicos para las Presidencias de Tribunales Superiores de Justicia y de sus 
Salas), y finalmente art. 5 (Méritos para la provisión de plazas reservadas a los 
miembros de la Carrera Judicial). 

 
De la jurisprudencia citada, del cuerpo normativo que se hace eco de la 

misma, así como de la LO 3/2007, de igualdad efectiva de hombres y mujeres, y 
del Reglamento 1/2010, debemos concluir los siguientes principios de necesaria 
evaluación respecto a la designación de cargos discrecionales: 

 
(i) Necesaria motivación de los acuerdos, consecuencia de la interdicción de 

cualquier tipo de arbitrariedad. 
 

(ii) Necesaria sujeción a los requisitos de mérito y capacidad. 
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(iii) Necesaria diferenciación, dentro del grado de discrecionalidad pertinente, 
entre los cargos de carácter estrictamente jurisdiccional y aquellos otros 
donde el elemento gubernativo cobre valor específico. 

 
(iv) El mayor grado de discrecionalidad en el ámbito de los cargos más 

gubernativos no elude su necesario control judicial, que se sustente en 
elementos objetivos, independientemente de considerar valores 
difícilmente evaluables, pero siempre ajenos a cualquier empatía 
personal o afinidad política. 

 
(v) Elemento de importancia concreta es el dirigido a garantizar la presencia 

efectiva de las mujeres con mérito y capacidad en los puestos 
gubernativos dando cumplimiento a principios recogidos en el cuerpo 
normativo citado, y a la política de que se hace eco el conjunto de 
Poderes del Estado, dentro de los distintos planes estratégicos. 

 
 
b) Naturaleza del cargo de Presidente de Tribunal Superior de 

Justicia  
 
Teniendo en cuenta todo lo anterior, y para poder llevar a cabo una correcta 

evaluación de los distintos candidatos, conviene dejar constancia de la 
naturaleza del cargo judicial: Presidencia del Tribunal de Justicia de Murcia. 

 
Sin perjuicio de sus funciones jurisdiccionales se trata de un cargo de alto 

contenido gubernativo, en el que las capacidades de gestión, de conocimiento de 
la situación, cobran especial relevancia. 

  
 
c)  Criterios y elementos de convicción  aplicados en la ponderación 

de méritos  en el caso 
 
El Pleno ha tenido en consideración para la designación del candidato que 

considere más idóneo los datos que obran en el expediente y, específicamente, 
el contraste entre los expedientes personales de los candidatos, sus respectivos 
currículos y anexos, los programas de actuación presentados, los informes 
emitidos (Servicio de Inspección, Comisión de Igualdad y Sala de Gobierno del 
TSJ de la Región de Murcia), y muy específicamente el resultado de sus 
respectivas comparecencias públicas, que han sido grabadas en video y que se 
han efectuado durante el proceso de selección en cumplimiento de las 
previsiones reglamentarias, que ha vuelto a ser reproducidas mediante su 
visionado en  el Pleno, erigiéndose así en un elemento relevante y fuente de 
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convicción en su apreciación,  permitiendo concluir  de manera muy ilustrativa y 
positivamente diferenciadora (en forma, contenidos cuantitativos y cualitativos) 
la intervención del candidato finalmente nombrado. 

 
Al realizar la ponderación de los méritos de los candidatos, el Pleno se ha 

ajustado a lo previsto en la convocatoria y en el Reglamento 1/2010, de 
Provisión de Plazas de Nombramiento Discrecional, donde se establecen las 
clases de méritos de necesaria valoración, tanto comunes como específicos, 
hasta un total de nueve aplicables al caso presente. La ponderación de tales 
méritos se ha realizado atendiendo a las consideraciones contenidas en la 
sentencia 1.033/2016 de la Sala 3ª del Tribunal Supremo.  

 
Dicha sentencia constata en su fundamento jurídico quinto, apartados 1º a 

4º, la mayor entidad cuantitativa de los méritos de la Sra. Alonso Saura en 
cuanto a su mayor antigüedad en la Carrera Judicial, el tiempo servido en 
órganos colegiados, el haber ejercido en destinos de los órdenes jurisdiccionales 
civil y penal y el mayor número de sentencias penales, además de civiles, que ha 
aportado.  En la medida en que la constatación de esas circunstancias se agota 
en su expresión numérica no es necesario insistir más en ellos  

 
En la valoración de los otros cinco méritos susceptibles de ponderación según 

el Reglamento 1/2010, la misma Sentencia se refiere en su fundamento jurídico 
quinto, apartado 9º, a los mayores méritos del Sr. Pasqual del Riquelme en lo 
relativo al ejercicio de profesiones o actividades jurídicas no jurisdiccionales de 
análoga significación, reseñando específicamente su actividad de formación, 
investigación, docencia y publicaciones. Continúa la Sentencia en su fundamento 
jurídico quinto, apartados 5º, 6º y 7º, haciendo una sucinta constancia de los 
méritos que concurren en cada uno de los candidatos en lo que se refiere a las 
aptitudes de dirección, coordinación y gestión de medios materiales y humanos, 
participación en órganos de gobierno del Poder Judicial y conocimiento de la 
situación de los órganos jurisdiccionales del territorio. Finalmente, respecto al 
último de los méritos susceptibles de valoración (los programas de actuación 
presentados por los candidatos), la repetida Sentencia reprocha el déficit de 
motivación en la relevancia otorgada por el acuerdo de nombramiento al 
programa de actuación del Sr. Pasqual del Riquelme, señalando al respecto 
(fundamento jurídico sexto) que “… resulta inexcusable aportar en sustento de la 
decisión un razonamiento especialmente cuidado que explique por qué razón el 
proyecto de actuación elaborado por el candidato designado tiene tal nivel de 
excelencia, por contraste dialéctico con el de los demás aspirantes, que permite 
inclinar la decisión a favor de aquél …”. 
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En la medida en que la valoración de estos cinco méritos no se agota en una 
simple expresión numérica, se procederá a detallar la valoración que el Pleno 
hace de los mismos y que, se avanza ya, permite concluir una diferencia y 
prevalencia de los expuestos por D. Miquel Pasqual de Riquelme frente a los 
acreditados por Dª Mª del Pilar Alonso, méritos que se considera que son los que 
mejor se adaptan a las características de la plaza objeto de convocatoria y a los 
retos que debe afrontar en este momento la Presidencia del TSJ de la Región de 
Murcia, y que hacen a dicho candidato más idóneo  para las concretas 
características y exigencias actuales del puesto que es objeto de convocatoria. 

 
 
TERCERO. Programa de actuación para el desempeño de la plaza 

solicitada (art. 7.2.b del Reglamento 1/2010).  
 
La mayor idoneidad del Sr. Pasqual del Riquelme para la plaza la sustenta el 

Pleno, en primer término, en la calidad, prolijidad, extensión, gran proyección de 
futuro y muy interesantes propuestas incluidas en el programa de actuación que 
ha presentado. Un total de 62 iniciativas, que articula a lo largo de los cuatro 
enfoques en que estructura su programa de actuación, y en concreto:  

 
(i) Enfoque de calidad en la gestión gubernativa, que contiene concretas 

y muy interesantes iniciativas de mejora de los procesos y 
herramientas de dirección y gestión gubernativa en el ámbito del 
TSJ, como elaboración de planes estratégicos plurianuales y sus 
correspondientes planes operativos anuales; incorporación de la 
metodología de gestión por proyectos; implantación integral del 
sistema electrónico de gestión gubernativa para la eliminación del 
papel en dicho ámbito; fortalecimiento de los cuadros intermedios en 
todos los niveles de la organización judicial; o auditorías virtuales de 
los órganos judiciales de carácter transversal con enfoques temáticos 
sobre aspectos contenidos en la Carta de Derechos de los Ciudadanos 
ante la Justicia, entre ellos, la puntualidad en el inicio de las vistas 
orales;  

 
(ii) Enfoque de servicio público y orientación a la sociedad, los 

profesionales y los usuarios, que contiene interesantes propuestas en 
materia de relaciones con la sociedad; profundización en la 
transparencia y la rendición de cuentas; mejora en la atención e 
información al público y profesionales, proponiendo el diseño y 
puesta en funcionamiento de un sistema regional único e integral de 
atención al público, soportado en una red regional de puntos de 
atención, entre otras medidas; fomento de la accesibilidad al servicio 
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público de Justicia de grupos en riesgo de exclusión social; o la 
elaboración de las cartas de servicios de todas las dependencias 
judiciales;  

 
(iii) Enfoque dirigido a obtener una mayor eficacia, eficiencia e impacto 

del trabajo jurisdiccional, con concretas y muy prometedoras 
iniciativas de mejora, homogeneización y transparencia en los 
sistemas y normas de reparto de asuntos; de optimización del 
trabajo de jueces y magistrados, con propuesta de replicación en la 
Región de Murcia de experiencias de otros territorios de implantación 
de tribunales de instancia de facto; reasignación de efectivos 
infrautilizados mediante la reconversión de órganos judiciales; 
extensión a otras jurisdicciones y partidos de la experiencia de 
elaboración de protocolos de unificación de criterios y buenas 
prácticas ya ensayados con éxito durante su gestión como decano del 
partido judicial de Murcia; o fomento de la previsibilidad de la 
respuesta judicial, a través de la sub-especialización por materias, o 
la promoción de espacios presenciales y virtuales de encuentro de 
jueces y magistrados para una mayor homogeneización de criterios; 
y  

 
(iv) Enfoque de innovación, modernización y excelencia organizativa, con 

concretas e interesantes propuestas en relación al despliegue gradual 
de la nueva oficina judicial; de gestión del cambio; y de mejora en la 
organización, procesos y herramientas a disposición de las oficinas 
judiciales.  

 
Este programa contrasta –descendiendo al contraste dialéctico ordenado por 

la sentencia de constante referencia- con la parquedad del programa de 
actuación presentado por la Sra. Alonso Saura, que contiene escasas, genéricas 
y muy triviales propuestas, hasta el punto de que termina siendo una incógnita 
cuál es sería el programa que guiaría su actuación, incógnita que no ha 
despejado durante su comparecencia y que ha estado a la altura de la limitación 
del propio proyecto, y que se ha caracterizado por su vaguedad en las 
propuestas a las que ha aludido de manera desestructurada, tal y como se pone 
de manifiesto en el reexamen de la comparecencia después de su visionado en el 
Pleno.  El Pleno no puede dejar de constatar en este Acuerdo que el visionado de 
las comparecencias evidencia la diferencia que media entre el planteamiento 
realizado por la Sra. Alonso y el Sr. Pascual, cuya mayor comprensión, nos 
referimos a la del Sr. Pasqual de Riquelme, de las necesidades organizativas del 
TSJ y preparación para afrontarlas resulta indiscutible, rabiosamente, 
indiscutible, avasalladora incluso.  En definitiva, una comparecencia de la que ha 
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tomado visión directa el Pleno que pone de manifiesto, confirmando sin lugar a 
dudas la calidad de su programa de actuación, que D. Miguel Pasqual tiene una 
visión y comprensión de los retos organizativos del TSJ de Murcia muy superior a 
la de la Sra. Alonso, y una preparación acorde con esa superioridad. 

 
En línea con esta apreciación, cabe destacar que las detalladas y elaboradas 

propuestas contenidas en el programa de actuación del Sr. Pasqual del Riquelme 
merecen una valoración extraordinariamente positiva por parte del Pleno. Un 
programa que, junto al resto de méritos concurrentes a los que se hará posterior 
referencia, resulta decisivo para el nombramiento, en la medida en que sus 
propuestas concretan, encarnan y proyectan de forma notable y definitivamente 
mejor que la otra candidata las opciones de política judicial que corresponde fijar 
en exclusiva a este CGPJ, aportándoles un dinamismo y proyección que se 
estiman del mayor interés para el TSJ de la Región de Murcia. 

 
El Pleno ha valorado especialmente a este respecto las aportaciones y 

propuestas del Sr. Pasqual del Riquelme respecto de lo que para este Consejo 
son tres de los más importantes retos que afronta en el momento presente la 
organización judicial, en general, y el TSJ de Murcia, en particular. En primer 
lugar, los retos asociados a la implantación de la nueva oficina judicial y su 
incidencia sobre el trabajo jurisdiccional, cuyo despliegue -gradual y todavía no 
completado- en la Región de Murcia se viene produciendo desde el año 2011. En 
segundo lugar, los retos que plantean las recientes reformas legislativas de 
desarrollo de la mediación intrajudicial. Y en tercer lugar, la necesidad de 
incrementar los niveles de eficacia en la gestión, transparencia y rendición de 
cuentas de la actividad gubernativa de los órganos de gobierno del Poder 
Judicial, entre ellos, los Tribunales Superiores de Justicia. 

 
Por otro lado, las propuestas del Sr. Pasqual del Riquelme no solo concretan, 

encarnan y proyectan de forma extraordinariamente mejor que la otra candidata 
las referidas opciones de política judicial, sino que están, además, avaladas en 
tales concretas líneas de actuación más relevantes para este CGPJ, por una 
trayectoria, experiencia, conocimientos y destrezas que hacen a dicho candidato 
particularmente idóneo para llevarlas a efecto.  

 
(i) En primer lugar, el programa de actuación presentado por el Sr. 

Pasqual del Riquelme se alinea y profundiza en uno de los principales 
retos y líneas de trabajo del CGPJ: el despliegue de la nueva oficina 
judicial y su incidencia en el trabajo jurisdiccional. Las propuestas y 
actuaciones citadas en este punto por el Sr. Pasqual del Riquelme 
vienen avaladas por su amplia experiencia y trayectoria en dicha 
materia. Su currículo evidencia que durante su amplio desempeño 



 
CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL 

 Secretaría General 
 

 
 

 

 

Acuerdos del Pleno de 26 de mayo  del año 2016. 12 
 

 

como magistrado-juez decano del Partido Judicial de Murcia se 
produjo el primer despliegue (junto con la ciudad de Burgos) de la 
nueva oficina judicial en el territorio nacional. Despliegue que, por su 
éxito, se ha convertido en referente nacional en nueva oficina 
judicial. Su experiencia en este tema se completa con su condición de 
miembro de la Comisión Jurídica Asesora Nacional para la 
implantación de la Nueva Oficina Judicial y, en su día, del Grupo 
Nacional de Apoyo para reforzar la participación del Consejo General 
del Poder Judicial en el despliegue de la Nueva Oficina Judicial. Su 
currículo evidencia, además, su participación en varias publicaciones, 
artículos y ponencias monográficas sobre la oficina judicial, la 
incidencia en la misma de las últimas reforma procesales, y sobre los 
mecanismos de gestión de disfunciones y conflictos derivados de su 
implantación. Trayectoria y experiencias que, ausentes en el caso de 
la Sra. Alonso Saura, hacen al candidato designado especialmente 
indicado para tener un rol director en los sucesivos y ya programados 
despliegues de la nueva oficina judicial en el ámbito del TSJ de la 
Región de Murcia. 

 
(ii) En segundo lugar, el programa de actuación presentado por el Sr. 

Pasqual del Riquelme recoge uno de los principales retos y líneas de 
trabajo del actual CGPJ, cual es la promoción de la mediación 
intrajudicial como mecanismo complementario de resolución de 
conflictos. De nuevo en este punto, sin parangón alguno con la otra 
candidata, la trayectoria y experiencia del Sr. Pasqual del Riquelme 
otorgan consistencia y credibilidad a sus propuestas. Su currículo 
evidencia su condición de mediador titulado con los requisitos 
exigidos en el Real Decreto 980/2013, de 13 diciembre, de desarrollo 
de la Ley 5/2012, 6 julio, Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles; 
así como su condición de miembro de la Sección Española del Grupo 
Europeo de Magistrados por la Mediación (GEMME), cuyo punto 
neutro de promoción de la mediación en la Región de Murcia coordina 
desde hace varios años Destaca también su protagonismo -durante 
su desempeño como magistrado-juez decano del Partido Judicial de 
Murcia- en el diseño y puesta en marcha de la Unidad de Mediación 
Intrajudicial de Murcia, reconocida como una de las más interesantes 
experiencias del panorama nacional para la incorporación de la 
mediación a la carta de servicios de la Administración de Justicia (en 
tales términos viene calificada por la Orden JUS 1721/2014 y por la 
concesión del Premio Calidad de la Justicia 2015 otorgado por el 
CGPJ). Y, finalmente, son también relevantes su labor de 
investigación como experto consultor internacional de la Comisión 
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Europea en mecanismos alternos de resolución de conflictos, y sus 
varias publicaciones en el tema, que incluyen una monografía de 
autoría única sobre la mediación penal, y la participación en obras 
colectivas y artículos sobre la misma materia.  

 
(iii) En tercer lugar, el programa de actuación del Sr. Pasqual del 

Riquelme representa un paradigma en uno de los retos que afronta el 
sistema de Justicia español, en los que este CGPJ está especialmente 
involucrado, a saber: la necesidad de incrementar los niveles de 
eficacia en la gestión, transparencia y rendición de cuentas de la 
actividad gubernativa de los órganos de gobierno del Poder Judicial, 
entre ellos, los TSJ. Destacan en este punto las muy interesantes 
propuestas contenidas en los cuatro ejes de su programa de 
actuación relativas a la innovación y modernización tendentes a la 
obtención de la excelencia organizativa y la calidad en la gestión 
gubernativa, señalando una serie de valiosas iniciativas en relación 
con la transparencia y la rendición de cuentas, planificación 
estratégica, optimización de recursos a través de la comarcalización y 
regionalización de órganos judiciales y servicios, (cooperación jurídica 
internacional, subastas judiciales, jurisdicción voluntaria, apud acta, 
ejecución, etc.), gestión del cambio y mejora de la organización de 
las oficinas judiciales y de los procesos y herramientas al servicio de 
la Administración de Justicia. Propuestas que no encuentran 
parangón alguno en el programa presentado por la Sra. Alonso Saura 
y que, también en esta ocasión, se hallan avaladas por los muchos y 
variados proyectos y actuaciones ya ejecutados en anteriores 
responsabilidades por el Sr. Pasqual del Riquelme, así como por un 
muy relevante bagaje en labores de asesoramiento y consultoría 
internacional en materias relativas a la organización y gestión 
judicial, llevadas a cabo en más de 25 países, de la que son meros 
exponentes su intervención en la constitución y elaboración del “Libro 
de Reglas” de la Corte de Estado para crímenes de guerra de Bosnia-
Herzegóvina o su intervención en la redacción de proyectos 
legislativos sobre organización y carrera judicial en Nicaragua, 
Honduras y Bolivia. Todo ello es valorado por el Pleno como revelador 
de un dinamismo y capacidad de iniciativa y gestión en el candidato 
que resultan del mayor interés para una presidencia de TSJ. 

 
 
CUARTO. Experiencia y participación en órganos de gobierno del 

Poder Judicial (art. 7.2.a del Reglamento 1/2010).  
 



 
CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL 

 Secretaría General 
 

 
 

 

 

Acuerdos del Pleno de 26 de mayo  del año 2016. 14 
 

 

El Pleno aprecia muy positivamente la dilatadísima y muy rica y variada 
experiencia gubernativa del Sr. Pasqual de Riquelme, que lo hacen desde este 
punto de vista más idóneo para el cargo que la Sra. Alonso Saura. La trayectoria 
y experiencia gubernativas del Sr. Pasqual del Riquelme recorren buena parte de 
la escala orgánica de gobierno del Poder Judicial (decanatos, sala de gobierno y 
órganos técnicos del CGPJ), superando en variedad de responsabilidades 
asumidas y duplicando en duración la de la Sra. Alonso Saura.  

 
 

(i) En primer lugar, el Sr. Pasqual del Riquelme acumula una experiencia 
como juez decano de casi ocho años frente a los menos de tres años de 
la Sra. Alonso Saura. De ellos, el Sr. Pasqual del Riquelme ha ejercido 
durante seis años en un partido judicial capitalino (el de Murcia, con 54 
unidades judiciales a su cargo), mientras que la experiencia decanal de 
la Sra. Alonso se contrae a dos años en el partido judicial de Lorca (con 
dos juzgados, uno de primera instancia y otro de distrito en aquella 
fecha), y ocho meses en el decanato de Vitoria, que en aquella fecha 
contaba solo con siete juzgados, cuatro de primera instancia y tres de 
distrito. 

 
(ii) El Sr. Pasqual del Riquelme presenta también una dilatada experiencia 

gubernativa como miembro de la Sala de Gobierno del TSJ de la Región 
de Murcia, coincidente en este punto con la de la Sra. Alonso Saura; 
cargo que ambos han desempeñado ininterrumpidamente desde el mes 
de diciembre de 2009 hasta la fecha de la convocatoria de esta plaza, a 
la que la ésta última adiciona dos meses de pertenencia a la Sala de 
Gobierno del TSJ de Castilla-La Mancha.  

 
(iii) El Sr. Pasqual del Riquelme completa su experiencia gubernativa con su 

destino (que no tiene parangón en la trayectoria de la Sra. Alonso Saura) 
durante casi tres años (981 días, del 7 de mayo de 2003 al 12 de enero 
de 2006) como letrado del Gabinete Técnico del Consejo General del 
Poder Judicial, en el que llegó a ostentar el cargo de Letrado-jefe de 
Servicio.  

 
(iv) Adicionalmente, el Sr. Pasqual del Riquelme ha mantenido una 

participación permanente, intensa y variada en actividades y 
responsabilidades relacionadas con aspectos gubernativos, que no 
encuentra tampoco parangón en la trayectoria de la Sra. Alonso Saura. 
Así, aquél es miembro de la Comisión Jurídica Asesora Nacional para la 
implantación de la Nueva Oficina Judicial; fue miembro del Grupo 
Nacional de Apoyo para reforzar la participación del Consejo General del 
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Poder Judicial en el despliegue de la Nueva Oficina Judicial, creado en el 
mes de noviembre de 2010; ha sido miembro desde el año 2009 hasta la 
fecha de la convocatoria- de la Comisión Nacional de Jueces Decanos de 
España; y ha sido coordinador del Plan de Formación Territorial 
Descentralizada de Jueces y Magistrados en la Comunidad Autónoma de 
Murcia durante los años 2006 a 2014, ininterrumpidamente.  

 
(v) Tan amplia, rica y variada trayectoria gubernativa, muy superior, tanto 

en términos cuantitativos como cualitativos, a la de la Sra. Alonso Saura, 
permite atribuir al Sr. Pasqual del Riquelme un conocimiento intenso del 
Derecho Orgánico Judicial y su aplicación práctica y operativa de 
funcionamiento, así como una perspectiva panorámica -hacia arriba y 
hacia abajo en la escala jerárquica- del organigrama de gobierno interno 
del Poder Judicial, que el Pleno considera de gran interés e idoneidad 
para ejercer como Presidente de un TSJ y asumir los retos antes 
señalados. 

 
 
QUINTO. Ejercicio de profesiones y actividades jurídicas no 

jurisdiccionales de análoga relevancia (art. 5.3 del Reglamento 1/2010).  
 
El Pleno aprecia también de forma altamente positiva el perfil y trayectoria 

profesionales del Sr. Pasqual del Riquelme, dada su condición de miembro de las 
carreras fiscal y judicial, en las que ingresó por oposición (con el número 3 de su 
promoción de ingreso en la Carrera Judicial), lo que marca una diferencia con la 
carrera profesional de la Sra. Alonso Saura, que ingresó a través de la extinta 
categoría de jueces de distrito y no es miembro de la Carrera Fiscal. De destacar 
es también la amplísima actividad docente e investigadora del Sr. Pasqual del 
Riquelme, de la que son muestra sus publicaciones y artículos, así como su 
dilatada y muy valiosa experiencia como asesor y consultor en el ámbito 
internacional (más de 25 países) en programas y proyectos de Naciones Unidas, 
la Unión Europea, el Banco Interamericano de Desarrollo y la Agencia Española 
de Cooperación, relacionados con la organización del Poder Judicial y la Carrera 
Judicial.  

 
 
SEXTO. Conocimiento de la situación de los órganos jurisdiccionales 

comprendidos en el ámbito del TSJ de la Región de Murcia (art. 10.a del 
Reglamento 1/2010).  

 
El Sr. Pasqual del Riquelme acredita también un amplio conocimiento de la 

situación de los órganos judiciales de su territorio, consustancial no solo a su 
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condición de miembro de la Sala de Gobierno de dicho TSJ desde el año 2009, 
sino también como consecuencia de su desempeño como juez decano del Partido 
Judicial de Murcia durante los últimos seis años, lo que, dada la concentración de 
órganos en la capital (la macrocefalia de la que ilustrativamente habla en su 
comparecencia), le otorga un conocimiento muy preciso y concreto sobre el 47´7 
% de los órganos judiciales de toda la Comunidad Autónoma y el 64´5 % de los 
jueces y magistrados destinados en la Región. 

 
 
SÉPTIMO. Experiencia y aptitudes para la dirección, coordinación y 

gestión de los medios humanos y materiales vinculados a la plaza (art. 
7.1 del Reglamento 1/2010).  

 
El Pleno valora también a favor de la idoneidad del Sr. Pasqual del Riquelme 

para el cargo, su acreditada y muy amplia y rica experiencia en la dirección, 
coordinación y gestión de medios materiales y humanos, gestión de proyectos y 
representación institucional. Experiencia polifacética obtenida con ocasión de su 
trabajo como letrado del Gabinete Técnico del CGPJ y Jefe del Servicio de 
Relaciones Internacionales del CGPJ (dirigiendo un equipo de 12 personas, 
incluidos otros cuatro letrados); por su condición de encargado durante tres 
años de la Secretaría Permanente de la Cumbre Judicial Iberoamericana (con la 
carga organizativa y de coordinación de los grupos de trabajo integrados por 
representantes de los 22 poderes judiciales iberoamericanos que ello conlleva); 
a través de su trabajo en la coordinación de la Red Europea de Consejos de la 
Judicatura; por su condición de responsable durante tres años de las redes 
judiciales de cooperación civil y penal europea e iberoamericana; y como decano 
del Partido Judicial de Murcia (dirigiendo un equipo de 17 personas y 
coordinando a 60 jueces y magistrados).  

 
Experiencia práctica complementada, además, con formación académica 

específica (que desgrana en su currículo) en planificación estratégica orientada al 
sector público, dirección y motivación de equipos de trabajo, y dirección pública 
de instituciones político-administrativas. Una experiencia organizativa, de 
dirección y gestión de recursos que, por tanto, va mucho más allá de la que 
puede predicarse de la Sra. Alonso Saura como consecuencia de su desempeño 
jurisdiccional en una sección de Audiencia Provincial, que es el único y muy 
limitado espacio de dirección, coordinación y gestión de medios materiales y 
humanos en el que ésta se ha desempeñado en las últimas dos décadas. 

 
La convicción con la que el Sr. Pasqual del Riquelme ha trasladado sus claros 

mensajes en su comparecencia que fue visionada durante la celebración del 



 
CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL 

 Secretaría General 
 

 
 

 

 

Acuerdos del Pleno de 26 de mayo  del año 2016. 17 
 

 

Pleno revela también que la preparación para el liderazgo del que es prueba su 
currículo profesional es un elemento del que este Consejo no puede prescindir. 

 
 
OCTAVO.  Excelencia en el estricto ejercicio de la función 

jurisdiccional (art. 5.1 y 2).  
 
Partiendo, como hace la Sentencia 1.033/2016 de la Sala 3ª del Tribunal 

Supremo tantas veces citada, de la mayor entidad cuantitativa de los méritos 
que adornan a la Sra. Alonso Saura en cuanto a su mayor antigüedad en la 
Carrera Judicial, el tiempo de servicio en órganos colegiados, el haber ejercido 
en destinos de los órdenes jurisdiccionales civil y penal y en el mayor número de 
sentencias penales, además de civiles, que presenta, ello no obsta para 
constatar también la acreditada excelencia profesional del Sr. Pasqual del 
Riquelme en el ámbito estrictamente judicial, manifestada en la calidad de las 
resoluciones judiciales aportadas; su amplia y actualizada experiencia en la 
jurisdicción penal (que el Pleno considera especialmente indicada para la Sala 
Civil y Penal del TSJ de un territorio que no tiene derecho civil foral o especial y 
llamada a asumir la segunda instancia penal); y con una antigüedad en la 
Carrera Judicial de más de veinticinco años al momento de la convocatoria que, 
aunque menor que la que tiene la Sra. Alonso Saura, supera con creces los 
tiempos mínimos legalmente exigidos (quince de pertenencia a la Carrera 
Judicial y diez en la categoría de magistrado) para aspirar a este cargo. 

 
 
NOVENO.  Conclusión resultante de la ponderación de méritos 
 
Llegados a este punto, teniendo en cuenta la naturaleza de la plaza objeto de 

nombramiento y bajo los parámetros que imponen los principios de mérito y 
capacidad, el resultado de la ponderación de los méritos alegados y acreditados 
por los candidatos conduce necesariamente a concluir que, a juicio de este 
Pleno, D. Miguel Pasqual del Riquelme Herrero es el candidato más idóneo para 
el desempeño de la plaza de Presidente del Tribunal Superior de Justicia de 
Murcia. 

 
 
DÉCIMO.  Presencia equilibrada de la mujer en cargos discrecionales 

(art. 3.1 del Reglamento 1/2010). 
 
Una vez enunciado el resultado de la ponderación de los méritos alegados y 

acreditados por los candidatos, y previo realizar una declaración final relativa a 
la asignación de la plaza, se hace necesario tomar en consideración la cuestión 
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que se enuncia en el título del presente fundamento, cuya importancia impone 
una consideración específica.  Ello es así por ser exigencia de nuestro 
ordenamiento jurídico, de la que este órgano judicial se hace eco, el promover la 
igualdad efectiva entre hombres y mujeres. Y no simplemente como una postura 
teórica, sino llevado a la práctica, tratando de alcanzar los objetivos señalados 
en la LO 3/2007, en el Reglamento 1/2010, así como en Acuerdo de este CGPJ 
que datan del año 2005. Eso sí, siempre en parámetros de mérito y capacidad. 

 
El Pleno deja constancia de que, tanto en el procedimiento de incorporación 

de informes previos, entre los que se encuentra el emitido por la Comisión de 
Igualdad del propio CGPJ, como al tiempo de la deliberación y de la toma de 
decisión por el Pleno, se han tenido en consideración los principios rectores 
tendentes a asegurar la presencia equilibrada de la mujer en cargos 
discrecionales. Este Consejo, por lo tanto, sí ha realizado el esfuerzo y la 
actividad tendente a conocer el impacto de género en su decisión y a ponderar la 
concurrencia en el caso presente de tales principios rectores.  

 
Cuestión distinta, sin embargo, es que las normas y principios que orientan a 

la presencia equilibrada de la mujer en cargos discrecionales operen con rígido 
automatismo cada vez que una mujer concurra con candidatos varones a una 
plaza de nombramiento discrecional, con subsiguiente desplazamiento obligado e 
incondicionado de éstos últimos. Ello solo ocurrirá cuando nos encontremos ante 
candidatos que, como resultado de la valoración efectuada por el Consejo, éste 
aprecie una idoneidad parangonable o una igualdad sustancial de méritos entre 
candidatos de distinto género. Esta no es, sin embargo, una circunstancia que 
acontezca en el presente caso, en el que el Pleno, en ejercicio de sus facultades 
a la hora de ponderar y priorizar los méritos que ha juzgado determinantes para 
la provisión de la plaza en cuestión, ha concluido con la existencia de una 
diferencia de idoneidad a favor del candidato varón para dicho cargo, en 
atención a la superior valoración de su currículo y su programa de actuación, 
globalmente considerados, respecto de los presentados por la candidata mujer, y 
a las mayores cotas de capacidad y mérito de aquél sobre ésta en orden al 
desempeño del concreto cargo a cubrir, tal y como ha sido minuciosamente 
expresado en los párrafos precedentes, a los que nos remitimos y damos aquí 
por reproducidos en evitación de innecesarias repeticiones. 

 
Frente a este acuerdo, anuncia voto particular la vocal Clara Martínez de 

Careaga García en relación con la decisión del Presidente de no retirar este 
punto del orden del día. 
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Igualmente, anuncian la formulación de voto particular contra este acuerdo 
Roser Bach Fabregó, Clara Martínez de Careaga García, Enrique Lucas Murillo de 
la Cueva, María Concepción Sáez Rodríguez y María Victoria Cinto Lapuente. 

 
Once.- Inadmitir el recurso de reposición núm. 92/16, interpuesto por 

Benedicto Vadillo Ortíz de San Martin de Losa, contra el acuerdo del Pleno de 
este órgano constitucional, adoptado en reunión de 28 de enero de 2016 (Real 
Decreto 43/2016, de 29 de enero, BOE de 29 de febrero), por el que se nombra 
Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León a D. José Luis 
Concepción  Rodríguez. 

El presente acuerdo ha sido adoptado con el asentimiento de los miembros 
del Pleno. 

 
 
Vº Bº Presidente, Secretario General, 

 


